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INTRODUCCIÓN 
 
 

 
En los últimos años, la legislación y las normas procesales en materia de alimentos 

han experimentado cambios sustanciales, los cuales han facilitado notablemente el 

acceso de los ciudadanos a la obtención de pensiones alimenticias en plazos más 

breves. Sin embargo, persisten limitaciones significativas en la organización y 

desarrollo de este proceso, ya que, en la práctica, los intereses del menor no 

siempre se priorizan en la actuación de los juzgados de primera instancia y de las 

salas de familia, situación que se ve agravada por la elevada carga laboral de los 

magistrados. 

En este marco, el presente estudio se centra en el análisis del proceso de 

reclamación de alimentos vigente en nuestro sistema jurídico, así como en la 

evaluación del papel de determinadas medidas cautelares aplicadas en su 

desarrollo, con especial atención a la figura de la asignación anticipada de alimentos. 

Cabe señalar que, tradicionalmente, esta medida solo podía solicitarse una vez que 

la demanda principal de alimentos había sido admitida a trámite por el juzgado, ya 

fuese de paz letrado o de familia, según corresponda. Actualmente, el tribunal, al 

admitir la demanda, puede dictar de oficio la medida de asignación anticipada, 

atendiendo a las necesidades del beneficiario. 

Finalmente, la investigación ofrecerá precisiones relevantes para la comprensión de 

la configuración jurídica del delito de omisión en el cumplimiento de la obligación 

alimentaria, contribuyendo así a un enfoque más integral del derecho de familia. 
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CAPITULO I: Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 

1.1. Título y Descripción del Trabajo de Suficiencia Profesional 

Este trabajo de suficiencia profesional, se titula “Análisis jurídico de las medidas 

precautorias en los procesos de alimentos en el ámbito peruano, 2024” 

 

Descripción 

El presente estudio se centra en el análisis de la regulación jurídica y la aplicación 

práctica de las medidas precautorias en los procesos de alimentos en el Perú 

durante el año 2022. Se presta especial atención a la manera en que estas medidas, 

en particular la asignación anticipada de alimentos, contribuyen a la protección de 

los derechos de los beneficiarios y a garantizar la primacía del interés superior del 

menor dentro del procedimiento judicial. Asimismo, se examinan los aspectos 

procesales, las limitaciones existentes y el impacto de la carga laboral de los 

tribunales sobre la eficacia en la implementación de dichas medidas. Finalmente, el 

trabajo ofrece precisiones doctrinales y normativas que permiten valorar la 

relevancia y los desafíos de la aplicación de las medidas precautorias en el contexto 

del derecho de familia peruano. 

 

Delimitaciones  

El presente trabajo profesional se centra en el estudio de cuestiones relacionadas 

con la administración de justicia en materia de asignación de pensiones alimenticias. 

De acuerdo con el artículo 474 del Código Civil del Perú, la obligación de prestación 

recíproca de alimentos se establece entre: 

 

• Cónyuges; 

• Padres e hijos (en línea ascendente y descendente); 
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• Hermanos. 

Delimitación espacial: 

El análisis de las medidas precautorias en los procesos de alimentos se realiza de 

manera general a nivel nacional. Se entiende por jurisdicción, en la cual se asignan y 

aplican dichas medidas, el territorio de la República del Perú. 

Delimitación temporal: 

El estudio de las medidas precautorias se centra en el período actual, 

específicamente en el año 2022. 

 

Situación de la Problemática Jurisdiccional de Alimentos a Nivel Nacional y 
Planetario 
 

El presente trabajo se centra en el análisis de la administración de justicia en 

materia de pensiones alimenticias en Perú, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 474 del Código Civil, que establece la obligación recíproca de alimentos 

entre cónyuges, padres e hijos y hermanos. 

El estudio aborda las medidas precautorias en los procesos de alimentos a nivel 

nacional, con referencia al año 2022, considerando su aplicación dentro de la 

jurisdicción peruana. 

Actualmente, la problemática de los alimentos se ha visto complejizada por la 

pandemia de COVID-19 y otras enfermedades, que han generado conflictos 

legales relacionados con obligaciones alimentarias y han incrementado la carga 

procesal de los tribunales. Estas circunstancias evidencian la necesidad de 

garantizar el cumplimiento de los derechos alimentarios, los cuales, según el 

artículo 487 del Código Civil, son inalienables, irrenunciables, continuos e 

incompensables. 
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El derecho a los alimentos protege la necesidad vital de sustento, vinculándose 

directamente con el derecho fundamental a la vida. Además, contempla la 

posibilidad de recurrir al apoyo de familiares en caso de necesidad, asegurando 

la subsistencia de menores, personas discapacitadas o de avanzada edad. 

Finalmente, se destaca la importancia del principio del interés superior del niño, 

reconocido internacionalmente en la Convención sobre los Derechos del Niño, 

que obliga al Estado a garantizar la protección, cuidado y desarrollo integral de 

los menores, respetando los derechos y responsabilidades de los padres o 

representantes legales. 

 

 

De lo anterior se desprenden los criterios clave para determinar la pensión de 

alimentos: comprobar la necesidad del beneficiario, reconocer su carácter 

permanente, considerar las posibilidades económicas del obligado de manera 

razonable y objetiva, y prescindir de un análisis exhaustivo de todos sus 

ingresos. 

Asimismo, según el artículo 482 del Código Civil, la pensión se ajusta 

automáticamente a las variaciones de las necesidades del beneficiario y de la 

capacidad económica del obligado, sin requerir un nuevo procedimiento judicial 

si se fijó como porcentaje de los ingresos. 

Estos principios deben guiar de manera constante la regulación y aplicación 

de las pensiones alimenticias. 

Es necesario comprobar la situación de necesidad del beneficiario de la 

pensión. 

La pensión alimenticia tiene un carácter permanente. 

Se deben considerar las posibilidades económicas del obligado a pagar, 
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tomando en cuenta criterios razonables y objetivos. 

No resulta imprescindible realizar un examen exhaustivo de todos los 

ingresos del obligado. 

 

1.2. Objetivos del Presente Trabajo 

 

El principal objetivo de este trabajo consiste en poner de relieve las innovaciones 

más significativas introducidas en el procedimiento de los procesos de alimentos, 

haciendo especial énfasis en la aplicación de medidas precautorias, 

particularmente la medida de asignación anticipada de alimentos. 

Tradicionalmente, esta medida debía ser solicitada por la parte demandante 

únicamente después de que el proceso principal de alimentos había sido admitido 

a trámite por el juzgado. En la actualidad, sin embargo, el juez puede dictar esta 

medida de oficio, tomando en cuenta las necesidades del alimentista, sin que sea 

necesario un requerimiento expreso por parte del accionante. Este cambio 

representa un avance sustancial en la protección inmediata de los derechos del 

beneficiario y en la agilización del proceso judicial. 

1.3. Justificación 

La relevancia de esta investigación se fundamenta en la necesidad de destacar 

las transformaciones recientes dentro del proceso de alimentos, así como de 

señalar la imperiosa necesidad de revisar la tipificación del delito de omisión a la 

asistencia familiar. Según el Código Penal vigente, para que este delito se 

configure es necesario que exista una sentencia firme en contra del obligado a 

proporcionar alimentos. Desde nuestra perspectiva, esta exigencia resulta 

inadecuada, pues consideramos que el delito surge desde el momento en que el 

obligado incumple con el pago de los alimentos, incluso cuando estos han sido 
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asignados de manera anticipada. Por lo tanto, no debería ser necesario esperar a 

que concluya un prolongado proceso civil para que la fiscalía pueda iniciar acción 

penal. 

Fundamentación teórica 

La justificación teórica del trabajo se centra en garantizar la satisfacción de las 

necesidades básicas del alimentista. Este derecho se materializa a través del 

cumplimiento de las obligaciones del alimentante, quien debe proporcionar lo 

indispensable para la subsistencia del beneficiario. El concepto de alimentos 

abarca no solo la provisión de alimentación, vivienda y vestimenta, sino también 

educación, capacitación laboral, atención médica y psicológica, y recreación, todo 

ello de acuerdo con las posibilidades del obligado y la situación particular del 

alimentista. Esta perspectiva refleja la función del derecho de alimentos como 

instrumento de protección del bienestar y la dignidad de la persona, asegurando 

que se cubran sus necesidades esenciales de manera efectiva y continua. 

Conclusión parcial sobre los objetivos 

En suma, este trabajo busca no solo resaltar los cambios procesales y las 

innovaciones en materia de asignación de alimentos, sino también fundamentar la 

necesidad de un marco jurídico más ágil y protector frente al incumplimiento de 

obligaciones alimentarias, reforzando la eficacia de las medidas precautorias y 

promoviendo la protección inmediata de los derechos del alimentista. 
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CAPITULO II: Marco Teórico 

2.1. El Proceso de Alimentos. - 

 

De acuerdo con los lineamientos establecidos en la Ley de Protección de los 

Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, el concepto de “alimentos” trasciende 

la mera cobertura de necesidades alimenticias del menor beneficiario. Este 

comprende también los gastos vinculados con su desarrollo personal, intelectual 

y psicológico, así como los relacionados con la atención prenatal de la madre, 

incluyendo su alimentación y los costos asociados al parto. En consecuencia, en 

el marco de un proceso de alimentos, el término adquiere un alcance integral, 

abarcando todas las erogaciones necesarias para garantizar el desarrollo pleno 

y la protección efectiva de los derechos e intereses del menor. 

Una vez precisado el alcance conceptual de los alimentos en el contexto del 

proceso civil, es posible abordar la estructura y dinámica del procedimiento de 

determinación y asignación de la pensión. Tradicionalmente, la presentación de 

la demanda exigía un cumplimiento riguroso de los requisitos formales 

establecidos en los artículos 424 y siguientes del Código Procesal Civil. En la 

actualidad, basta con la presentación de un formulario proporcionado por el 

Poder Judicial, donde se consignan los datos del obligado, la dirección para 

notificaciones y la pretensión económica, con la intervención de un abogado. 

Asimismo, se debe acreditar la existencia del vínculo familiar entre el obligado y 

el alimentista, generalmente mediante el certificado de nacimiento, lo que 

constituye prueba irrefutable de la obligación. 
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Una vez recepcionada la solicitud, el juez competente la examina y la admite 

a trámite. Cabe destacar que el magistrado tiene la facultad de dictar de oficio 

medidas precautorias, como la asignación anticipada de alimentos, incluso sin 

que medie solicitud expresa del demandante, a fin de salvaguardar el interés 

superior del menor. Esta facultad doctrinal garantiza la protección efectiva del 

estado de necesidad del alimentista. En el caso de menores de edad, la 

acreditación del estado de necesidad se presume dada su condición de 

vulnerabilidad. Para beneficiarios mayores de edad, en cambio, el estado de 

necesidad debe demostrarse, por ejemplo, en virtud de discapacidad física, 

alteraciones psíquicas o dedicación a estudios que impidan la autosuficiencia 

económica. 

Asimismo, al momento de evaluar la solicitud, el juez debe ponderar las 

posibilidades económicas del obligado, ya que no puede exigirse el pago de 

alimentos a quien carece de recursos o depende de terceros para subsistir. La 

cuantificación de la pensión, por tanto, se ajusta a la capacidad económica del 

alimentante, evitando la promoción de reclamaciones infundadas por omisión de 

asistencia familiar. 

Finalmente, es pertinente señalar que el proceso de alimentos se tramita bajo 

el régimen del proceso sumarísimo, conforme al artículo 546, inciso 1, del 

Código Procesal Civil. De manera concordante con la Ley N.º 27337, si el 

beneficiario es mayor de edad, la demanda se tramita por la vía sumarísima; si 

es menor de edad, se aplica el procedimiento previsto en el Código de los Niños 

y Adolescentes, asegurando siempre la protección de los derechos y el 

bienestar integral del menor. 
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2.2. Las Medidas Cautelares dentro del Proceso de Alimentos. 

Las medidas cautelares en el proceso de alimentos constituyen instrumentos 

jurídicos de carácter provisional y protector, cuyo propósito central es garantizar de 

manera inmediata la efectividad del derecho del beneficiario a recibir alimentos, 

especialmente en contextos de vulnerabilidad, como los que afectan a menores de 

edad, personas con discapacidad o dependientes económicos de quienes están 

obligados a prestarles manutención. Estas medidas buscan prevenir daños 

inminentes que puedan derivarse de la dilación en la tramitación del proceso 

principal, asegurando que el derecho alimentario se cumpla incluso antes de que se 

dicte una resolución definitiva. 

Fundamentos y Principios 

El sustento normativo de las medidas cautelares se encuentra en el Código Civil 

peruano, en particular en los artículos que regulan la obligación de alimentos entre 

cónyuges, ascendientes y descendientes, así como entre hermanos (artículos 474 y 

siguientes). Asimismo, el Código Procesal Civil contempla los mecanismos de tutela 

provisional que permiten garantizar de manera inmediata los derechos de los 

alimentistas. Estas medidas están alineadas con los principios constitucionales y los 

tratados internacionales, entre los cuales destaca la Convención sobre los Derechos 

del Niño (artículo 3), que prioriza el interés superior del menor y obliga al Estado a 

velar por su bienestar y protección inmediata. 

El principio rector de la adopción de medidas cautelares consiste en proteger el 

interés superior del niño y del alimentista, entendido no solo como la satisfacción de 

necesidades básicas de subsistencia, sino también como la creación de condiciones 

que permitan un desarrollo integral. Esto incluye alimentación, vivienda, educación, 

atención médica y psicológica, vestimenta, recreación y formación profesional. Este 

enfoque reconoce que la obligación alimentaria es un derecho personalísimo, 
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inalienable e intransferible, que no puede ser objeto de renuncia ni cesión y cuya 

protección requiere una intervención judicial pronta y efectiva. 

Características de las Medidas Cautelares en el Proceso de Alimentos 

1. Carácter provisional y temporal: las medidas cautelares son transitorias y 

buscan proteger de forma inmediata los derechos del alimentista mientras se 

resuelve el proceso principal. 

2. Finalidad protectora integral: abarcan no solo la alimentación estricta, sino 

todos los gastos necesarios para la subsistencia y desarrollo integral del 

beneficiario. 

3. Facultad del juez de actuar de oficio: el juez puede dictar medidas cautelares 

sin solicitud expresa del demandante, garantizando la protección efectiva del 

derecho en casos de necesidad. 

4. Adaptación a la situación económica del obligado: las medidas deben 

considerar la capacidad financiera del alimentante, evitando imponer 

obligaciones que excedan sus posibilidades, pero asegurando el sustento 

adecuado del beneficiario. 

5. Automatización en situaciones de urgencia: en casos como la asignación 

anticipada de alimentos, el juez puede ordenar pagos provisionales 

inmediatos desde la presentación de la demanda, sin esperar la resolución 

final del proceso. 

Procedimiento de Aplicación 

El procedimiento para la adopción de medidas cautelares comienza con la 

presentación de la solicitud de alimentos, que actualmente puede realizarse 

mediante un formulario simplificado proporcionado por el Poder Judicial. En él se 

consignan los datos del obligado, la relación con el beneficiario (por ejemplo, 

mediante partida de nacimiento) y la pretensión económica. Una vez recibida, el juez 
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evalúa su procedencia y, de considerarlo necesario, dicta la medida cautelar, 

asegurando la protección inmediata del alimentista. 

Si el beneficiario es menor de edad, no es necesario demostrar su estado de 

necesidad, dada su vulnerabilidad natural. En el caso de alimentistas mayores de 

edad, la necesidad debe acreditarse, por ejemplo, debido a discapacidad física, 

trastornos psicológicos o estudios que impidan satisfacer sus necesidades de 

manera autónoma. 

Importancia y Relevancia 

Las medidas cautelares en los procesos de alimentos son esenciales para garantizar 

la efectividad del derecho a la manutención y la protección integral del alimentista, 

evitando que la lentitud de los procesos judiciales afecte su subsistencia y bienestar. 

Asimismo, contribuyen a prevenir el incumplimiento del obligado, minimizar 

conflictos y asegurar que los pagos se ajusten proporcionalmente a sus 

posibilidades económicas. 

En síntesis, las medidas cautelares representan un pilar fundamental del derecho de 

familia y de la administración de justicia, al garantizar la protección inmediata, 

adecuada y efectiva de los derechos del alimentista, en concordancia con los 

principios de tutela judicial efectiva, el interés superior del niño y la justicia social. Su 

correcta implementación es determinante para asegurar la protección integral del 

menor y la equidad entre las partes en el proceso alimentario. 
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2.3. Clases o Tipos de Alimentos 

 

En el ámbito del derecho civil, el concepto de alimentos constituye una institución 

jurídica de gran relevancia dentro del derecho de familia. Su objetivo principal es 

garantizar la subsistencia y promover el desarrollo integral de los beneficiarios, 

mediante la provisión de recursos tanto materiales como, en determinados casos, 

inmateriales. Esta obligación trasciende la simple cobertura de necesidades básicas, 

incorporando dimensiones culturales, educativas, morales y sociales, ajustándose de 

manera equitativa a la situación económica y social de las partes involucradas. 

Alimentos naturales (alimenta naturalia) 

Los alimentos naturales representan la forma más básica y fundamental de 

prestación alimentaria. Su alcance se limita exclusivamente a la satisfacción de las 

necesidades esenciales del beneficiario, tales como: 

• Alimentación: Provisión de los nutrientes indispensables para mantener la 

vida y la salud. 

• Vestimenta: Suministro de ropa adecuada según la edad, el clima y las 

costumbres sociales. 

• Vivienda: Garantía de un espacio seguro y protegido frente a condiciones 

externas. 

• Atención médica básica: Cobertura de enfermedades y tratamientos 

esenciales para preservar la vida y la salud del alimentista. 

Este tipo de alimentos tiene un carácter estrictamente protector y limitado, cuyo 

propósito es asegurar que el beneficiario pueda mantener su subsistencia mínima 

sin depender de terceros para su supervivencia. 

Alimentos civiles (alimenta civilia) 

Los alimentos civiles amplían el alcance de los alimentos naturales, incorporando 
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dimensiones educativas, culturales, morales y sociales. Además de cubrir las 

necesidades básicas, incluyen: 

• Educación formal: Matrícula, libros, útiles escolares y demás gastos 

relacionados con la formación académica. 

• Desarrollo cultural y social: Participación en actividades culturales, deportivas 

o recreativas que fomenten la integración social y el crecimiento personal. 

• Formación moral y emocional: Atención psicológica y recreativa que 

contribuye al desarrollo integral del individuo. 

El objetivo de los alimentos civiles es que el beneficiario pueda desarrollarse 

plenamente como persona, manteniendo un nivel de vida acorde con su entorno 

social y familiar, y asegurando su integración armoniosa en la sociedad. 

Clasificación según legislación comparada y jurisprudencia 

Según el artículo 413° del Código Civil colombiano y la jurisprudencia argentina 

(HERRERA ARANA & TORRES MALDONADO, 2017), los alimentos pueden 

clasificarse adicionalmente en alimentos necesarios y alimentos congruos, civiles o 

amplios, permitiendo un análisis más detallado de la obligación alimentaria: 

• Alimentos necesarios: Se limitan estrictamente a cubrir la subsistencia del 

beneficiario, incluyendo alimentación, vivienda y atención médica mínima. Su 

finalidad es garantizar una vida digna, cubriendo únicamente lo indispensable. 

• Alimentos congruos, civiles o amplios: Abarcan tanto la subsistencia como 

necesidades educativas, culturales, sociales y morales, ajustadas a la 

posición económica y social del alimentante. Este tipo de alimentos asegura 

que el beneficiario mantenga un nivel de vida coherente con su entorno y se 

aplica no solo a menores, sino también a hermanos, padres u otros 

dependientes reconocidos legalmente. 

Principios rectores de la obligación alimentaria 
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La aplicación de los distintos tipos de alimentos se sustenta en principios jurídicos y 

sociales fundamentales: 

1. Necesidad del beneficiario: Priorizar la protección de quien recibe los 

alimentos, asegurando la satisfacción de sus necesidades básicas y 

complementarias. 

2. Capacidad económica del alimentante: La prestación debe ser proporcional a 

los recursos del obligado, evitando cargas excesivas o imposibles de cumplir. 

3. Equidad y justicia social: La obligación debe reflejar la posición económica, 

social y cultural de las partes, promoviendo igualdad y protección del más 

vulnerable. 

4. Integralidad y proporcionalidad: Los alimentos deben garantizar un desarrollo 

físico, emocional, intelectual y social adecuado, evitando cualquier tipo de 

privación o marginalidad. 

Aplicación práctica y relevancia jurídica 

La correcta identificación y clasificación de los distintos tipos de alimentos tiene 

importantes implicaciones: 

• Determinación de montos: Permite establecer la cuantía de la obligación 

alimentaria de manera justa y proporcional. 

• Medidas cautelares: Facilita la adopción de mecanismos provisionales que 

aseguren la subsistencia del beneficiario durante el proceso judicial. 

• Prevención de conflictos: Clarifica los límites de la obligación y disminuye 

controversias sobre su alcance. 

• Protección integral: Garantiza que menores, dependientes y familiares 

vulnerables reciban atención completa, considerando aspectos físicos, 

educativos, culturales, morales y recreativos. 

En conjunto, esta clasificación y regulación de los alimentos permite equilibrar la 
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protección del beneficiario con las responsabilidades del alimentante, asegurando el 

cumplimiento de la obligación de manera justa, integral y conforme a los principios 

del derecho de familia. 
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2.4. Principios que rigen las Medidas Cautelares 

Antes de profundizar en los principios específicos, resulta fundamental definir la 

naturaleza de las medidas cautelares. Por su esencia, se trata de mecanismos 

procesales de coerción que constituyen una limitación legal a ciertos derechos 

fundamentales de los participantes en un proceso, con el objetivo de garantizar 

la efectividad de la justicia y proteger intereses de carácter urgente o 

vulnerables. 

Como instrumentos de tutela procesal, las medidas cautelares deben regirse por 

una serie de principios rectores fundamentales: 

Principio de legalidad: El juez debe ceñirse estrictamente a las disposiciones 

legales al dictar una medida cautelar. Este principio abarca no solo las normas 

ordinarias, sino también aquellas de jerarquía superior, como la Constitución y 

los tratados internacionales de derechos humanos. 

Principio de respeto a la dignidad humana: La dignidad de las personas debe 

guiar el desarrollo de todo el proceso, desde la presentación de la demanda y la 

contestación, hasta la fase probatoria, los alegatos y la sentencia, asegurando 

un trato justo y respetuoso a todas las partes involucradas. 

Principio de excepcionalidad: El ejercicio de los derechos fundamentales es, por 

regla general, absoluto. Cualquier restricción a estos derechos constituye la 

excepción y solo puede aplicarse bajo circunstancias fácticas o jurídicas 

debidamente justificadas. 

Principio de igualdad ante la ley: Las medidas cautelares deben aplicarse de 

manera imparcial, sin discriminación por razones de sexo, religión, condición 

social, filiación política u otras características personales. 

Principio de audiencia y derecho a la defensa (audiatur et altera pars): Se 
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garantiza al afectado la posibilidad de conocer las razones por las cuales se 

solicita la medida cautelar, presentar descargos y controvertir la decisión del 

juez de manera fundada, protegiendo así su derecho a la defensa y al debido 

proceso. 

Principio de proporcionalidad: La medida cautelar debe ajustarse a la gravedad 

y naturaleza del hecho que se pretende prevenir o asegurar, evitando 

limitaciones excesivas e innecesarias y procurando que el impacto sea acorde a 

la finalidad perseguida. 

 

Autonomía del procedimiento cautelar 

De acuerdo con el artículo 635 del Código Procesal Civil, todas las actuaciones 

relacionadas con la obtención de una medida cautelar constituyen un 

procedimiento autónomo, estructurado mediante lo que se conoce como 

Cuaderno Especial. 

Desde el punto de vista procesal, este procedimiento es independiente del 

proceso principal, ya que se tramita de manera separada y su avance no 

depende de la etapa en que se encuentre el proceso principal. 

Esta autonomía permite: 

Estructurar de manera más eficiente el procedimiento, evitando interferencias 

con el proceso principal; 

Agilizar la tramitación de las medidas cautelares, asegurando que se resuelvan 

oportunamente; 

Garantizar la confidencialidad de los actos procesales necesarios para la 

adopción de la medida, protegiendo los derechos de las partes sin depender del 

desarrollo del juicio principal. 
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CAPITULO III: Desarrollo de Actividades Programadas 

3.1. La Asignación Anticipada de Alimentos. - 

 

La medida cautelar de asignación anticipada de alimentos puede ser solicitada 

por el propio demandante o bien dictada de oficio por el juez competente. En 

otras palabras, una vez presentada la solicitud de alimentos, y considerando 

tanto la situación de necesidad del menor beneficiario como la capacidad 

económica del obligado, el juez tiene la facultad de otorgar la asignación 

anticipada sin que exista un requerimiento expreso por parte del accionante. 

Su función principal es asegurativa, orientada a garantizar que el obligado 

cumpla con su deber de pago de manera anticipada, atendiendo al estado real 

de necesidad del menor. Esta medida se encuentra estrechamente vinculada a 

lo previsto en el Código de los Niños y Adolescentes, cuyo objetivo es proteger 

los derechos del menor y asegurar su desarrollo integral, tanto personal como 

psicológico. 

Es importante señalar que la asignación anticipada de alimentos tiene un 

carácter temporal, dado que busca garantizar los pagos que serán determinados 

de manera definitiva al concluir el proceso principal. Para que el juez pueda 

disponer esta medida, resulta indispensable comprobar fehacientemente el 

vínculo filial entre el beneficiario y el obligado, lo que puede acreditarse 

mediante partida de nacimiento, pruebas de ADN u otros medios de prueba 

confiables que eliminen cualquier duda respecto a la relación familiar. 

De acuerdo con el artículo 675 del Código Procesal Civil, al solicitar la medida 

los ascendientes, cónyuge, hijos menores o hijos mayores, el juez establecerá el 

monto económico de la asignación anticipada, que posteriormente se deducirá 

de la suma final de los alimentos determinada en la sentencia definitiva. Por su 
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parte, el artículo 676 prevé que, en caso de que la sentencia final resulte 

desfavorable al demandante, éste deberá reintegrar las cantidades percibidas 

como asignación anticipada junto con los intereses legales generados, pudiendo 

impugnarse esta resolución ante la autoridad competente. 

Cabe destacar que, bajo la anterior estructura procesal, la asignación anticipada 

de alimentos solo podía solicitarse después de que el juez admitiera la demanda 

principal a trámite. No obstante, conforme a la nueva normativa procesal, el juez 

puede dictar la medida de oficio, siempre que el vínculo filial entre el beneficiario 

y el obligado quede demostrado de manera suficiente. 

Asimismo, el juez evaluará el grado de necesidad del menor y la capacidad 

económica del obligado. Los hijos mayores de edad también pueden solicitar 

esta medida cautelar, siempre que acrediten su estado de necesidad mediante 

pruebas idóneas, de manera que se genere plena convicción en el juez sobre la 

razonabilidad y justificación de la medida en relación con el derecho invocado. 

Requisitos esenciales para su dictado 

Para que el juez pueda otorgar la asignación anticipada, es indispensable 

establecer con certeza el vínculo filial o familiar entre el alimentista y el obligado. 

Esta verificación puede realizarse mediante partida de nacimiento, pruebas de 

ADN u otros medios de prueba idóneos y fehacientes que aseguren la 

inexistencia de dudas sobre la relación familiar. La eficacia de la medida 

depende directamente de esta prueba, dado que constituye el elemento 

fundamental para justificar la obligación alimentaria. 

Adicionalmente, el juez debe evaluar de manera rigurosa: 

1. El estado de necesidad del beneficiario: Para los menores, la 

vulnerabilidad se presume, por lo que no requiere prueba adicional; en el 

caso de los mayores de edad, la necesidad debe acreditarse mediante 
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documentación que justifique su dependencia económica, discapacidad, 

estudios u otras circunstancias que impidan su autosuficiencia. 

2. La capacidad económica del obligado: La medida debe ser 

proporcional a los ingresos y recursos del alimentante, evitando imponer 

cargas excesivas o irrazonables, pero garantizando al mismo tiempo que el 

beneficiario reciba un monto adecuado que cubra sus necesidades 

esenciales. 

Regulación legal y efectos económicos 

Según el artículo 675 del Código Procesal Civil, cuando la medida es solicitada 

por ascendientes, cónyuges, hijos menores o hijos mayores, el juez establece el 

monto de la asignación anticipada, que posteriormente será descontado de la 

pensión definitiva determinada en la sentencia final. Por otro lado, el artículo 676 

contempla que, en caso de sentencia desfavorable para el accionante, éste 

estará obligado a reintegrar los montos percibidos, incluyendo los intereses 

legales generados, asegurando así la equidad entre las partes y la corrección de 

posibles excesos. Esta previsión contribuye a la seguridad jurídica y a la 

estabilidad del procedimiento. 

Evolución procesal y autonomía judicial 

Históricamente, bajo el esquema procesal anterior, la asignación anticipada solo 

podía solicitarse una vez que la demanda principal había sido admitida a trámite. 

Con la reforma procesal, el juez ahora tiene la facultad de otorgar la medida de 

oficio, siempre que se cumpla con la adecuada acreditación del vínculo familiar y 

se demuestre la necesidad del beneficiario. Esta innovación refuerza la 

protección inmediata del alimentista, evitando retrasos injustificados y 

asegurando la efectividad del derecho alimentario incluso antes de la resolución 

final del proceso principal. 
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Asimismo, la medida garantiza que los hijos mayores de edad también puedan 

acceder a la protección alimentaria, siempre que acrediten su necesidad 

mediante pruebas idóneas que generen plena convicción en el juez. Esto 

permite que la medida se adapte a diversas situaciones de dependencia 

económica, manteniendo un equilibrio entre la protección del beneficiario y la 

capacidad del obligado, y respetando los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad. 

 

 

3.2. Reconfiguración del Delito de Omisión a la Asistencia Familiar. 

 

1. Ampliación del objeto de protección: Tradicionalmente, el delito de omisión a 

la asistencia familiar sanciona la conducta de quienes incumplen la obligación 

legal de proporcionar alimentos a hijos menores, cónyuge, ascendientes o 

personas económicamente dependientes. La reconfiguración contempla la 

inclusión de nuevos beneficiarios, tales como hijos mayores de edad que se 

encuentran en situación de necesidad por razones de estudio, discapacidad o 

enfermedad, así como otros familiares que dependen económicamente del 

obligado. 

2. Adaptación a circunstancias contemporáneas: La reconfiguración responde a 

la necesidad de adecuar la tipificación del delito a contextos socioeconómicos 

y familiares cambiantes, reconociendo situaciones de vulnerabilidad más 

complejas y diversas. Esto incluye, entre otros, la consideración de omisiones 

parciales, el retraso injustificado en la prestación alimentaria y la falta de 

cumplimiento de medidas cautelares previamente adoptadas por los 

tribunales. 
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3. Integración con medidas procesales y cautelares: La reconfiguración enfatiza 

la interacción entre el delito de omisión y los mecanismos procesales de 

protección, como la asignación anticipada de alimentos y otras medidas 

cautelares, garantizando que la omisión pueda ser identificada y sancionada 

incluso antes de la resolución definitiva del proceso civil. Este enfoque 

fortalece la eficacia del derecho alimentario y asegura la tutela inmediata de 

los intereses del beneficiario. 

4. Finalidad normativa y social: El objetivo central de esta reconfiguración es 

consolidar un modelo de responsabilidad familiar que asegure el cumplimiento 

efectivo de las obligaciones alimentarias, protegiendo la dignidad, la 

integridad física y psicológica, así como el desarrollo educativo, cultural y 

social de los beneficiarios. De esta manera, se busca no solo sancionar la 

conducta omisiva, sino también prevenir situaciones de vulnerabilidad y 

desprotección de los miembros más dependientes de la familia. 

En síntesis, la reconfiguración del delito de omisión a la asistencia familiar 

representa un ajuste dinámico del derecho penal y procesal, orientado a la 

protección efectiva de los derechos alimentarios, a la adecuación de la tipificación 

delictiva a nuevas realidades sociales y económicas, y a la articulación entre sanción 

penal y mecanismos de garantía civil, constituyendo un elemento esencial para el 

fortalecimiento de la justicia familiar y la equidad en las relaciones de dependencia 

económica. 
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CAPITULO IV: Resultados Obtenidos 

 

El concepto jurídico de «alimentos» constituye una institución central dentro del 

derecho de familia, cuya finalidad trasciende la mera provisión de sustento físico, 

abarcando un conjunto integral de recursos y servicios destinados a garantizar el 

bienestar, desarrollo y protección del beneficiario. En términos generales, los 

alimentos comprenden no solo la alimentación, la vestimenta y la atención médica, 

sino también la educación, la recreación y todas las prestaciones que contribuyen al 

desarrollo personal, psicológico y social del alimentista. Este enfoque reconoce que 

la obligación alimentaria es mucho más amplia que la concepción cotidiana de 

“provisión de comida” y que su alcance debe responder a un estándar de protección 

integral, conforme al interés superior del menor y a la garantía de sus derechos 

fundamentales. 

Desde una perspectiva jurídica, la obligación de proporcionar alimentos incluye 

expresamente los gastos prenatales de la madre, tales como controles médicos, 

alimentación adecuada durante la gestación y costos vinculados al parto. La 

inclusión de estas erogaciones refleja la concepción normativa de que la protección 

del menor comienza incluso antes de su nacimiento, asegurando un entorno que 

favorezca su desarrollo integral y minimice riesgos para la salud materna y fetal. 

Esta consideración subraya la visión holística de la obligación alimentaria, integrando 

la protección del derecho a la salud y al desarrollo desde la etapa prenatal hasta la 

infancia y adolescencia. 

Asimismo, el alcance de los alimentos no se limita únicamente a satisfacer 

necesidades materiales inmediatas, sino que incorpora dimensiones culturales, 

educativas, morales y sociales, en concordancia con la situación económica y social 

de las partes involucradas. Esta interpretación amplia responde a la intención del 
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legislador de garantizar que el alimentista pueda desarrollarse plenamente, 

preservando su dignidad y derechos fundamentales, y reconociendo la obligación 

alimentaria como un derecho personalísimo, inalienable e irrenunciable. 

En este sentido, el término «alimentos», dentro del proceso judicial correspondiente, 

adquiere una doble dimensión: por un lado, asegurativa, al garantizar la satisfacción 

inmediata de las necesidades básicas del beneficiario; y, por otro, integral, al 

contemplar todos los elementos necesarios para su desarrollo físico, psicológico, 

educativo y social. La jurisprudencia y la doctrina coinciden en que la obligación 

alimentaria debe interpretarse de manera expansiva, incluyendo tanto la provisión 

directa de bienes y servicios como la cobertura de gastos indirectos que contribuyan 

al bienestar del menor y de la madre gestante, asegurando así la efectividad del 

derecho a la protección integral. 

Finalmente, esta concepción amplificada de los alimentos evidencia que la normativa 

peruana y comparada reconoce la obligación alimentaria como un instrumento de 

justicia social y de protección de la infancia, cuyo cumplimiento exige medidas 

judiciales oportunas y eficaces. La amplitud de este concepto justifica, además, la 

aplicación de medidas cautelares y asignaciones anticipadas de alimentos, 

destinadas a garantizar que el beneficiario reciba el apoyo necesario de manera 

inmediata, incluso antes de que se resuelva definitivamente el proceso principal, 

asegurando así la plena efectividad de sus derechos y su desarrollo integral. 
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CONCLUSIONES 

 

Las medidas cautelares constituyen mecanismos procesales de aseguramiento que 

pueden clasificarse en reales o personales. En el contexto del proceso civil 

sumarísimo de alimentos, estas medidas adquieren particular relevancia debido a 

la naturaleza urgente y protectora de la obligación alimentaria, destinada a 

garantizar la subsistencia y desarrollo integral de los beneficiarios, especialmente 

menores de edad, personas con discapacidad o dependientes económicamente de 

los obligados. Esta modalidad procesal se caracteriza por su tramitación 

simplificada y su celeridad, orientada a proteger derechos fundamentales en un 

tiempo mínimo. 

Por su propia naturaleza, las medidas cautelares tienen un carácter eminentemente 

asegurativo. Su finalidad principal es garantizar la efectividad del proceso civil, 

asegurando que la resolución final sea realizable y que los fines de la demanda de 

alimentos —protección de la subsistencia y el bienestar del alimentista— se 

cumplan oportunamente. Según doctrina especializada (HERRERA ARANA & 

TORRES MALDONADO, 2017), estas medidas permiten conjugar la protección 

inmediata del alimentista con la seguridad jurídica del obligado, evitando dilaciones 

que puedan afectar derechos constitucionales y convencionales. 

La presentación de la demanda de alimentos, actualmente, no requiere 

intervención obligatoria de abogado, permitiendo a la parte interesada presentar 

directamente la solicitud ante el juzgado competente con los requisitos mínimos. 

Estos incluyen la identificación del obligado y la pretensión económica de la 

demanda, acreditando la relación filial mediante el acta de nacimiento, pericia de 

ADN u otros medios de prueba que confirmen de manera indubitable el vínculo de 

obligación alimentaria. Esta simplificación responde a la necesidad de agilizar la 



32 
 

protección de los menores y de otros beneficiarios vulnerables, evitando obstáculos 

procesales que puedan comprometer su derecho a recibir alimentos 

oportunamente. 

Una vez admitida la solicitud de alimentos, el juez puede dictar, incluso de oficio, la 

medida cautelar de asignación anticipada de alimentos. Esta facultad de 

intervención judicial automática no depende de que la parte accionante la haya 

solicitado, sino que se fundamenta en la obligación del Estado de proteger el 

interés superior del menor, asegurando su sustento y desarrollo integral mientras 

se resuelve el proceso principal. Esta medida preventiva, de naturaleza temporal, 

garantiza que el pago de la pensión se cumpla antes de que la sentencia definitiva 

determine su cuantía, asegurando así la subsistencia inmediata del beneficiario. 

Cuando el beneficiario es menor de edad, la ley presume automáticamente su 

estado de necesidad, eximiendo la demostración de vulnerabilidad. Por el contrario, 

si el alimentista es mayor de edad, corresponde acreditar la necesidad mediante 

elementos de prueba como incapacidad física, anomalía psíquica o estudios que 

impidan su autosuficiencia. Esta diferenciación refleja la doctrina de la protección 

especial de los menores y la obligación de ajustarse al principio de 

proporcionalidad en la prestación alimentaria (CÓDIGO CIVIL, arts. 474 y ss.; 

CÓDIGO PROCESAL CIVIL, art. 546). 

Al momento de dictar la medida cautelar, el juez debe considerar la capacidad 

económica del obligado, de modo que la pensión alimentaria se ajuste a sus 

posibilidades reales, evitando imponer cargas que resulten imposibles de cumplir. 

Esto garantiza que la obligación sea ejecutable y previene conflictos posteriores por 

la comisión del delito de omisión a la asistencia familiar. La doctrina sostiene que la 

cuantificación de los alimentos debe equilibrar las necesidades del beneficiario con 

los recursos del obligado, conforme a los principios de equidad y justicia social 
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(BERNAL, 2018; MIRANDA, 2020). 

El proceso de alimentos se tramita conforme al procedimiento sumarísimo, según lo 

dispuesto por el artículo 546° inciso 1) del Código Procesal Civil. Además, la Ley N° 

27337 establece que, para beneficiarios mayores de edad, la vía sumarísima 

permite una tramitación expedita; mientras que, para menores de edad, el proceso 

se regula conforme al Código de los Niños y Adolescentes, incorporando medidas 

especiales de protección y aseguramiento de derechos. 

La jurisprudencia peruana ha consolidado criterios sobre las medidas cautelares en 

alimentos, reflejados en sentencias casatorias y plenos jurisdiccionales, que 

destacan la obligatoriedad de proteger de manera inmediata el interés superior del 

menor y la eficacia de las medidas anticipatorias para prevenir perjuicios 

irreparables (Corte Suprema de Justicia del Perú, 2022). 
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RECOMENDACIONES 

 

La tipificación del delito de omisión a la asistencia familiar establece como requisito 

la procedibilidad que solo se activa una vez emitida una sentencia firme que ordene 

el pago de la pensión. Esto implica que el fiscal no puede intervenir si no existe un 

mandato judicial definitivo. La doctrina enfatiza que este delito es doloso, 

requiriendo la intención deliberada de no cumplir con la obligación alimentaria pese 

a contar con los medios económicos para hacerlo (CÓDIGO PENAL, art. 149). 

Es necesario que el legislador y las autoridades judiciales faciliten mecanismos 

efectivos para garantizar el cumplimiento de la pensión alimentaria, en 

concordancia con el interés superior del niño. La jurisprudencia y doctrina 

recomiendan que el juez civil pueda dictar medidas cautelares, incluso de oficio, 

antes de la culminación del proceso principal, evitando así que el alimentista 

espere a la vía penal para obtener protección efectiva (BERNAL, 2018; TORRES 

MALDONADO, 2019). 

La implementación de medidas cautelares ágiles y eficaces contribuye a reducir 

conflictos familiares, asegurar la subsistencia del beneficiario y fortalecer la 

confianza en el sistema judicial. Se recomienda además la capacitación continua 

de los operadores de justicia y la adopción de procedimientos simplificados que 

garanticen celeridad, proporcionalidad y equidad en la prestación alimentaria. 

Finalmente, la consolidación de criterios jurisprudenciales claros y uniformes sobre 

la aplicación de medidas cautelares permitirá asegurar que los procesos de 

alimentos cumplan con su objetivo primordial: garantizar de manera inmediata, 

efectiva y proporcional la subsistencia, desarrollo integral y bienestar de los 

beneficiarios, protegiendo sus derechos fundamentales frente a eventuales 

incumplimientos por parte de los obligados. 
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ANEXOS 
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